
LEY 1902 DE 2018
LEY 1902 DE 2018

LEY 1902 DE 2018
(junio 22)

 

por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento

directo y se dictan otras disposiciones.

 
 El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 1°. Objeto de la libranza o descuento directo. El objeto de la libranza
es posibilitar la adquisición de productos y servicios financieros o bienes y
servicios  de  cualquier  naturaleza,  acreditados  con  el  salario,  los  pagos  u
honorarios o la prensión, siempre que medie autorización expresa de descuento
dada al empleador o entidad pagadora, quien en virtud de la suscripción de la
libranza  o  descuento  directo  otorgada  por  el  asalariado,  contratista  o
pensionado,  estará  obligada  a  girar  los  recursos  directamente  a  la  entidad
pagadora.
 
Parágrafo. La posibilidad de adquirir productos y servicios financieros o bienes
y  servicios  de  cualquier  naturaleza  a  través  de  libranza  no  constituye
necesariamente,  a  cargo  del  operador  la  obligación  de  otorgarlos,  sino  que
estarán sujetos a la capacidad de endeudamiento del solicitante y a las políticas
comerciales del operador.
 
Artículo 2°. El literal c) del artículo 2° de la Ley 1527 de 2012, quedará así:
 
c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o patrimonio autónomo conformado en
desarrollo del contrato de fiducia mercantil, que realiza operaciones de créditos
que  se  recaudan  a  través  del  mecanismo  de  libranza,  por  estar  autorizada
legalmente para el manejo del ahorro del público o para el manejo de los aportes
o ahorros de sus asociados. También podrán ser operadoras aquellas personas
jurídicas que sin contar con la mencionada autorización de manejo realizan tales
operaciones disponiendo de sus propios recursos o a través de mecanismos de
financiamiento autorizados por la ley. En estos casos deberá estar organizada
como entidad vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia habilitada
para otorgar créditos, o ser Instituto de Fomento y Desarrollo (Infis), una Caja
de  Compensación  Familiar,  una  sociedad  comercial,  una  asociación  mutual  o
cooperativa.
 
También podrán actuar como operadores de libranza las asociaciones de pensionados
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o de personal con asignación de retiro de la Fuerza Pública que cumplan los
requisitos del Capítulo Segundo del Título Primero de la Ley 454 de 1998. Los
clubes sociales de oficiales, suboficiales y agentes de la Fuerza Pública podrán
exclusivamente ser operadores de libranza para los servicios, bienes y productos
que presten de forma directa.
 
Las Instituciones Educativas que le presten servicios a familias de miembros de

la Fuerza Pública están autorizadas para recibir a través de descuento directo o

libranza, únicamente el pago de los emolumentos causados por los servicios

educativos prestados, siempre que exista solicitud por parte del padre de familia

titular del salario, honorarios o

 
 pensión de la cual se vaya a realizar el descuento y que medie autorización
expresa de descuento dada al empleador o entidad pagadora, quien en virtud de la
suscripción  de  la  libranza  o  descuento  directo  otorgada  por  el  asalariado,
contratista o pensionado, estará obligado a girar los recursos directamente a la
entidad operadora. La institución educativa no estará obligada a inscribirse en
el  Runeol.  Quedan  excluidas  para  las  instituciones  educativas  las  demás
prestaciones de productos y servicios financieros a que hace alusión la presente
ley.
 
Toda entidad operadora deberá indicar en su objeto social la realización de
operaciones de libranza, el origen lícito de sus recursos y cumplir con las demás
exigencias legales vigentes para ejercer la actividad comercial.
 
P a r á g r a f o  4 ° .  “ L o s  f o n d o s  d e  e m p l e a d o s  s e  r i g e n  p o r  e l
marco  regulatorio  específico  del  Decreto  ley  1481  de  1989”.
 
Artículo 3°. Departamento de riesgo financiero. Todas las operadoras de libranza
sin excepción, registradas y vigiladas, deberán contar con un departamento de
riesgo financiero al interior de su organización, por medio del cual adelantarán
los correspondientes análisis de viabilidad, sostenibilidad, operatividad y demás
estudios con fines de pronóstico y evaluación del riesgo financiero y control de
lavado de activos que prevenga la participación, uso y manipulación indebida de
negocios promovidos bajo el objeto de libranza.
 
Artículo 4°. El artículo 10 de la Ley 1527 de 2012, quedará así:
 
Artículo 10. Inspección, vigilancia y control. Para efectos de la presente ley,
la entidad operadora, de acuerdo con su naturaleza, será objeto de inspección,
vigilancia y control por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia, la
Superintendencia de Economía Solidaria, la Superintendencia de Sociedades o la
Superintendencia del Subsidio Familiar, según sea el caso.
 
Con  excepción  de  las  entidades  operadoras  de  libranza  vigiladas  por  la
Superintendencia  Financiera  de  Colombia,  la  Superintendencia  de  Industria  y
Comercio será la entidad encargada de velar por la protección al consumidor en
las operaciones de crédito otorgadas por entidades operadoras de libranza y en
los contratos de adquisición de bienes o prestación de servicios en que la
entidad  operadora  otorgue  financiación  de  forma  directa,  siempre  que  dicha
vigilancia no haya sido atribuida a otra autoridad administrativa.



 
Artículo 5°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 16. Sumas que se reputan intereses en créditos de libranza. Para todos
los efectos legales se reputarán intereses las sumas que la entidad operadora
reciba del deudor de un crédito de libranza sin contraprestación distinta al
crédito  otorgado,  aun  cuando  las  mismas  se  justifiquen  por  concepto  de
honorarios, comisiones u otros semejantes. Así mismo, se incluirán dentro de los
intereses las sumas que el deudor pague por concepto de servicios vinculados
directamente con el crédito en exceso de las sumas que señale el reglamento.
 
Artículo 6°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 17. Venta de cartera. La entidad operadora de libranza no vigilada por
la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  que  pretenda  enajenar,  total  o
parcialmente,  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de
operaciones  de  libranza,  a  favor  de  personas  o  entidades  no  sujetas  a  la
vigilancia de la mencionada superintendencia, solo podrá hacerlo a favor de:
 
1. Patrimonios autónomos administrados por Sociedades Fiduciarias sujetas a la
supervisión de la Superintendencia Financiera de Colombia.
 
2. Fondos de Inversión Colectiva.
 
En  cualquiera  de  los  eventos  anteriormente  descritos,  la  enajenación  podrá
realizarse en desarrollo de un proceso de titularización.
 
El  patrimonio  autónomo  o  fondo  de  inversión  colectiva  deberá  efectuar  la
operación de adquisición, recibir los recursos de los descuentos de parte de los
empleadores o entidades pagadoras y, en general, administrar la cartera.
 
Parágrafo. Modifícase el numeral 3 del literal a) del artículo 25 del Estatuto
Tributario,  la  cual  quedará  así:  Ingresos  que  no  se  consideran  de  fuente
nacional: No generan renta de fuente dentro del país:
 
a) Los siguientes créditos obtenidos en el exterior, los cuales tampoco se
encuentran poseídos en Colombia:
 
1. Los créditos a corto plazo originados en la importación de mercancías y en
sobregiros o descubiertos bancarios.
 
2. Los créditos destinados a la financiación o prefinanciación de exportaciones.
 
3. Los créditos, que obtengan en el exterior las corporaciones financieras, las
cooperativas  financieras,  las  compañías  de  financiamiento
comercial, Bancoldex, Finagro y Findeter, las sociedades mercantiles sometidas a
la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades bajo un régimen de regulación
prudencial,  cuyo  objeto  exclusivo  sea  la  originación  de  créditos  y  cuyo
endeudamiento sea destinado al desarrollo de su objeto social y los bancos
constituidos conforme a las leyes colombianas vigentes”.
 
Artículo 7°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:

 



Artículo 18. Medidas para protección de los compradores de cartera. Sin perjuicio
de las medidas que se hayan previsto en otras disposiciones, la persona que le
compre derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de
libranza a entidades no vigiladas por la Superintendencia Financiera, tendrá las
siguientes medidas de protección:
 
1. El derecho a que el contrato de compraventa conste en un documento en el que
se identifique detalladamente la cartera adquirida, de cuya existencia y estado
se le deben entregar los respectivos soportes.
 
2. El derecho a que se le informe de manera detallada y completa sobre los
riesgos de la operación de compraventa de cartera y sobre la situación de la
cartera comprada.
 
3. El derecho a que se le revele la situación financiera del vendedor.
 
4. El derecho a que el vendedor implemente mecanismos de gestión de los riesgos
de la cartera y de su administración.
 
Parágrafo.  El  Gobierno  nacional,  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la
vigencia de esta ley, reglamentará el alcance de los mencionados mecanismos de
protección.
 
Artículo 8°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 19. Nueva función del Runeol. Adiciónese como nueva función del Registro
Único Nacional de Operadores de Libranza de que trata el artículo 14 de la Ley
1527 de 2012, la siguiente función:
 
“El Registro Único Nacional de Operadores de Libranza contendrá la información de
las operaciones de compra, venta y gravámenes que se hayan efectuado respecto de
los derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de
libranza,  realizados  por  entidades  no  vigiladas  por  la  Superintendencia
Financiera  de  Colombia,  conforme  al  cumplimiento  de  los  requisitos  legales.
 
El Gobierno nacional reglamentará el funcionamiento de esta nueva actividad, así
como interoperabilidad con el Registro de Garantías Mobiliarias, en relación con
los  gravámenes  constituidos  sobre  los  derechos  patrimoniales  de  contenido
crediticio  derivados  de  la  operación  de  libranza.
 
Artículo 9°. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 20. Obligación de inscripción en el Runeol. Con el propósito de poner en
conocimiento del público, todas las operaciones de compra, venta y gravámenes que
se  efectúen  respecto  de  los  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio
derivados de operaciones de libranza, realizadas por entidades no vigiladas por
la Superintendencia Financiera de Colombia, deberán inscribirse en el Runeol. Tal
inscripción  no  afectará  la  creación,  circulación  y/o  cobro  de  los  títulos
valores, conforme a las normas vigentes.
 
Cuando  los  derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de
operaciones de libranza estén incorporados en títulos valores custodiados y/o
administrados por Depósitos Centralizados de Valores, serán exceptuados de la
obligación descrita en el inciso anterior.



 
Artículo 10. Modifíquese el artículo 1° del Decreto número 4334 de 2008, el cual
quedará así:
 
Artículo  1°.  Intervención  estatal.  Declarar  la  intervención  del  Gobierno
nacional, por conducto de la Superintendencia de Sociedades, de oficio o a
solicitud de la Superintendencia Financiera, en los negocios, operaciones y
patrimonio de las personas naturales o jurídicas que desarrollan o participan en
la actividad financiera sin la debida autorización estatal, conforme a la ley,
para lo cual se le otorgan a dicha Superintendencia amplias facultades para
ordenar la toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de dichas personas,
con el objeto de restablecer y preservar el interés público amenazado. Asimismo,
procederá la intervención del Gobierno nacional en los términos anteriormente
expuestos, cuando dichas personas realicen operaciones de venta de derechos
patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones de libranza sin el
cumplimiento de los requisitos legales”.
 
Artículo 11. Modifíquese el artículo 2° del Decreto número 4334 de 2008, el cual

quedará así:

 
Artículo 2°. Objeto. La intervención es el conjunto de medidas administrativas
tendientes,  entre  otras,  a  suspender  de  manera  inmediata  las  operaciones  o
negocios de personas naturales o jurídicas que:
 
a) A través de captaciones o recaudos no autorizados, tales como pirámides,
tarjetas prepago, venta de servicios y otras operaciones y negociaciones masivas,
generan abuso del derecho y fraude a la ley al ejercer la actividad financiera
irregular;
 
b)  Realicen  operaciones  de  venta  de  derechos  patrimoniales  de  contenido
crediticio  derivados  de  operaciones  de  libranza  sin  el  cumplimiento  de  los
requisitos legales.
 
Como consecuencia de alguna de las anteriores circunstancias, se dispone la
organización de un procedimiento cautelar que permita la pronta devolución de
recursos obtenidos en desarrollo de tales actividades.
 
Artículo 12. Modifíquese el artículo 6° del Decreto número 4334 de 2008, el cual
quedará así:
 
Artículo 6°. Supuestos. La intervención se llevará a cabo cuando existan hechos
objetivos o notorios que a juicio de la Superintendencia de Sociedades, indiquen
la entrega masiva de dineros a personas naturales o jurídicas, directamente o a
través de intermediarios, mediante la modalidad de operaciones no autorizadas
tales como pirámides, tarjetas prepago, venta de servicios y otras operaciones
semejantes  a  cambio  de  bienes,  servicios  o  rendimientos  sin  explicación
financiera  razonable.
 
Asimismo,  procederá  la  intervención  del  Gobierno  nacional  en  los  términos
anteriormente expuestos, cuando existan hechos objetivos o notorios que a juicio
de la Superintendencia de Sociedades indiquen la realización de operaciones de
venta de derechos patrimoniales de contenido crediticio derivados de operaciones



de libranza sin el cumplimiento de los requisitos legales.
 
Artículo 13. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 21. Normatividad títulos valores. Las disposiciones de la presente ley,
en especial aquellas establecidas en los artículos 8° y 9°, no afectarán de forma
alguna la normatividad vigente relativa a los títulos valores.
 
Artículo 14. Se adiciona al siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 22. Las cooperativas de ahorro y crédito o multiactivas de ahorro y
crédito, las asociaciones mutuales y los fondos de empleado que son regulados por
su  normatividad  especial  y  vigiladas  por  la  Superintendencia  de  Economía
Solidaria, pueden ordenar retenciones hasta de un cincuenta por ciento (50%) del
salario  o  pensión,  incluido  los  descuentos  de  ley.  Los  descuentos  de  los
operadores de libranza no pueden superar el cincuenta por ciento del neto de
salario o pensión.
 
Artículo 15. Se adiciona el siguiente artículo a la Ley 1527 de 2012:
 
Artículo 23. Régimen de transición y vigencia. Las disposiciones contenidas en
los artículos 6° y 8° de la presente ley entrarán a regir seis meses después de
su promulgación. Las personas naturales o jurídicas que a la fecha de entrada en
vigencia de la presente ley estén llevando a cabo operaciones de enajenación de
derechos  patrimoniales  de  contenido  crediticio  derivados  de  operaciones  de
libranza en términos contrarios a los establecidos en el artículo 6°, deberán
tomar las medidas necesarias para dar cumplimiento a dichas disposiciones antes
de su entrada en vigencia.
 
En caso contrario deberán acordar con la Superintendencia de Sociedades un plan
de desmonte progresivo de sus actividades.
 
Las demás disposiciones de la presente ley rigen a partir de la fecha de su
promulgación y derogan todas las disposiciones que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Efraín José Cepeda Sarabia.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Rodrigo Lara Restrepo.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.



 
Dada en Bogotá, D. C., a 22 de junio de 2018.

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 
Mauricio Cárdenas Santamaría.

 
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

 
María Lorena Gutiérrez Botero.
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por medio de la cual se conmemora el Bicentenario del sacrificio de la Heroína

Nacional Policarpa Salavarrieta y se dictan varias disposiciones para celebrar

sus aportes a la República.

 
El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. La presente ley conmemora el bicentenario del sacrificio de la
heroína nacional Policarpa Salavarrieta acaecido el 14 de noviembre de 1817,
resaltando el esfuerzo, dedicación y sacrificio de la mujer en la lucha de
independencia y la construcción de la República.
 
Artículo 2°. La Nación se vincula a la conmemoración de los doscientos años del
fallecimiento de la heroína nacional Policarpa Salavarrieta, para tal fin, se
honra y exalta su memoria.
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Artículo  3°.  El  Ministerio  de  Cultura,  en  coordinación  con  la  Biblioteca
Nacional, podrá seleccionar las obras literarias más representativas sobre la
vida de la heroína nacional Policarpa Salavarrieta y las distribuirá en las
bibliotecas de las instituciones educativas de nivel nacional, departamental y
municipal, con el fin de preservar en las futuras generaciones la memoria de la
heroína Policarpa Salavarrieta, como también su legado.
 
Artículo 4°. La Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC) podrá producir y
emitir  un  documental  que  recoja  y  exalte  la  vida  y  obra  de  la
heroína  Policarpa  Salavarrieta.
 
Artículo 5°. El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Cultura y la
Gobernación de Cundinamarca podrán, contribuir a la construcción de un monumento
en el municipio de Guaduas (Cundinamarca) que conmemore la lucha y sacrificio de
las  mujeres  víctimas,  así  como  la  salvaguarda  y  recuperación  de  la  obra
escultórica  de  Policarpa  Salavarrieta  elaborada  por  el  maestro
Silvano Cuéllar ubicada en la plaza de Constitución del municipio de Guaduas.
 
Artículo 6°. Autorícese al Gobierno nacional para que a través del Ministerio de

Educación, desarrolle estrategias pedagógicas encaminadas a preservar en los

estudiantes  de  las  instituciones  oficiales,  el  legado  histórico  de  la

heroína  Policarpa  Salavarrieta.

 
Artículo 7°. La copia de la presente ley será entregada al municipio de Guaduas
(Cundinamarca) en letra de estilo, en acto especial y protocolario, cuya fecha,
lugar y hora serán programados por las mesas directivas del Congreso de la
República.
 
Artículo 8°. El Banco de la República podrá emitir una moneda en honor a la vida
y obra de la heroína Policarpa Salavarrieta.
 
Artículo 9°. Autorícese al Gobierno nacional para que, en cumplimiento de los
artículos 341 y 345 de la Constitución Política de Colombia, incorpore en el
Presupuesto General de la Nación las partidas necesarias, a fin de llevar a cabo
las obras a las que se refieren los artículos anteriores.
 
Artículo 10. Esta ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Efraín José Cepeda Sarabia.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Rodrigo Lara Restrepo.
 



El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 22 de junio de 2018.
 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Mauricio Cárdenas Santamaría.
 

El Viceministro de Conectividad y Digitalización del Ministerio de Tecnologías de
la Información y las Comunicaciones, Encargado de las Funciones del Empleo de

Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,
 

Juan Sebastián Rozo Rengifo.
 

La Ministra de Cultura,
 

Mariana Garcés Córdoba.

LEY 1901 DE 2018
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LEY 1901 DE 2018
(junio 18)

 
por medio de la cual se crean y desarrollan las sociedades comerciales de

Beneficio e Interés Colectivo (BIC).

 
El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Objeto y constitución. Cualquier sociedad comercial existente o
futura de cualquier tipo establecido por la ley, podrá adoptar voluntariamente la
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condición de sociedad de “Beneficio e Interés Colectivo” (BIC).
 
Artículo 2°. Naturaleza jurídica. Tendrán la denominación de sociedad BIC todas
aquellas  compañías  que  sean  constituidas  de  conformidad  con  la  legislación
vigente para tales efectos, las cuales, además del beneficio e interés de sus
accionistas, actuarán en procura del interés de la colectividad y del medio
ambiente. La adopción de la denominación BIC no implica, de ninguna forma, un
cambio de tipo societario, o creación de tipo societario nuevo.
 
Adicionalmente, las sociedades que adopten la denominación BIC seguirán estando
obligadas a cumplir con las obligaciones del régimen ordinario del impuesto sobre
la renta y complementarios, el régimen común sobre las ventas y a las demás
obligaciones tributarias de carácter nacional, departamental y municipal.
 
Para tener la denominación BIC, las sociedades incluirán en su objeto, además de
los respectivos actos de comercio que pretendan desarrollar, aquellas actividades
de beneficio e interés colectivo que pretendan se propongan fomentar.
 
Las  sociedades  BIC  deberán  incluir  en  su  razón  o  denominación  sociales  la
abreviatura BIC, o las palabras sociedad de “Beneficio e Interés Colectivo”.
 
Parágrafo. Las Sociedades Comerciales de Beneficio e Interés Colectivo (“BIC”),
tendrán, entre otras, las siguientes características, sin perjuicio de que dentro
de  su  misión  desarrollen  otros  atributos  inherentes  a  su  esencia  de
responsabilidad  social  empresarial:
 
1.  Establecen  una  remuneración  salarial  razonable  para  sus  trabajadores  y
analizan las diferencias salariales entre sus empleados mejor y peor remunerados
para establecer estándares de equidad.
 
2. Establecen subsidios para capacitar y desarrollar profesionalmente a sus
trabajadores y ofrecen programas de reorientación profesional a los empleados a
los que se les ha dado por terminado su contrato de trabajo.
 
3. Crean opciones para que los trabajadores tengan participación en la sociedad,
a través de la adquisición de acciones. Adicionalmente, amplían los planes de
salud y beneficios de bienestar de sus empleados y diseñan también estrategias de
nutrición, salud mental y física, propendiendo por el equilibrio entre la vida
laboral y la privada de sus trabajadores.
 
4. Crean un manual para sus empleados, con el fin de consignar los valores y
expectativas de la sociedad.
 
5.  Brindan  opciones  de  empleo  que  le  permitan  a  los  trabajadores  tener
flexibilidad en la jornada laboral y crean opciones de teletrabajo, sin afectar
la remuneración de sus trabajadores.
 
6. Crean opciones de trabajo para la población estructuralmente desempleada,
tales como los jóvenes en situación de riesgo, individuos sin hogar, reinsertados
o personas que han salido de la cárcel.
 
7. Expanden la diversidad en la composición de las juntas directivas, equipo
directivo, ejecutivo y proveedores, con el fin de incluir en ellos personas
pertenecientes  a  distintas  culturas,  minorías  étnicas,  creencias  religiosas



diversas, con distintas orientaciones sexuales, capacidades físicas heterogéneas
y diversidad de género.
 
8. Incentivan las actividades de voluntariado y crean alianzas con fundaciones
que apoyen obras sociales en interés de la comunidad.
 
9. Adquieren bienes o contratan servicios de empresas de origen local o que
pertenezcan a mujeres y minorías. Además, dan preferencia en la celebración de
contratos  a  los  proveedores  de  bienes  y  servicios  que  implementen  normas
equitativas y ambientales.
 
10. Efectúan, anualmente, auditorías ambientales sobre eficiencia en uso de
energía, agua y desechos y divulgan los resultados al público en general y
capacitan a sus empleados en la misión social y ambiental de la sociedad.
 
11.  Supervisan  las  emisiones  de  gases  invernadero  generadas  a  causa  de  la
actividad empresarial, implementan programas de reciclaje o de reutilización de
desperdicios,  aumentan  progresivamente  las  fuentes  de  energía  renovable
utilizadas por la sociedad y motivan a sus proveedores a realizar sus propias
evaluaciones y auditorías ambientales en relación con el uso de electricidad y
agua, generación de desechos, emisiones de gases de efecto invernadero y empleo
de energías renovables.
 
12.  Utilizan  sistemas  de  iluminación  energéticamente  eficientes  y  otorgan
incentivos a los trabajadores por utilizar en su desplazamiento al trabajo,
medios de transporte ambientalmente sostenibles.
 
13. Divulgan ante sus trabajadores los estados financieros de la sociedad.
 
14. Expresan la misión de la sociedad en los diversos documentos de la empresa.
 
15. Implementan prácticas de comercio justo y promueven programas para que los
proveedores se conviertan en dueños colectivos de la sociedad, con el fin de
ayudar a estos para salir de la pobreza.
 
Artículo 3°. Reformas estatutarias. Para adoptar la condición de sociedad BIC o
para darla por terminada, se requerirá una modificación estatutaria adoptada por
la mayoría prevista en la ley o en los estatutos para las reformas del contrato
social.
 
Artículo  4°.  Administradores.  Además  de  las  normas  previstas  en  materia  de
responsabilidad en la Ley 222 de 1995, los administradores de sociedades BIC
deberán  tener  en  cuenta,  el  interés  de  la  sociedad,  el  de  sus  socios  o
accionistas y el beneficio e interés colectivo que se haya definido en sus
estatutos sociales.
 
Artículo 5°. Reporte de gestión. El representante legal de la sociedad BIC
elaborará y presentará ante el máximo órgano social un reporte sobre el impacto
de la gestión de la respectiva sociedad, en el que se dará cuenta de actividades
de beneficio e interés colectivo desarrolladas por la compañía. Dicha información
deberá incluirse dentro del informe de fin de ejercicio, que se presenta al
máximo órgano social.
 



El reporte de gestión deberá publicarse en la página web de la sociedad para su

consulta  por  el  público.  En  el  evento  de  que  la  sociedad  no  disponga  de

página web, dicho informe deberá estar disponible en el domicilio social, y será

remitido a quien así lo solicite por escrito mediante comunicación dirigida al

representante legal de la sociedad BIC.

 

Artículo 6°. Estándar independiente. El reporte de gestión deberá realizarse de

conformidad con un estándar independiente y podrá estar sujeto a la auditoría de

las autoridades competentes o de un tercero.

 

El estándar independiente que se acoja para la elaboración de este reporte deberá

tener las siguientes características:

 

a) Reconocimiento. Debe ser un estándar reconocido por ser utilizado para la

definición, el reporte y la evaluación de la actividad de las compañías en

relación con la comunidad y el medio ambiente;

 

b) Comprensivo. En la metodología de evaluación y reporte se deberán analizar los

efectos de la actividad de la sociedad BIC, en relación con las actividades de

beneficio e interés colectivo;

 

c) Independencia. La metodología de evaluación y reporte deberá ser desarrollada

por una entidad pública, privada o de naturaleza mixta, nacional o extranjera que

no esté controlada por la sociedad BIC, sus matrices o subordinadas;

 

Confiabilidad. Será construida por una entidad que cuente con experiencia en la

evaluación del impacto de la actividad de las compañías en la comunidad y el

medioambiente, y utilizará metodologías que incluyan un examen desde diferentes

perspectivas, actores, estándares e indicadores;

 

d) Transparencia. La información sobre los estándares independientes, así como la

relativa a las entidades que los elaboren será publicada para conocimiento de la

ciudadanía.

 

La Superintendencia de Sociedades mantendrá una lista pública de estándares

independientes que se ajusten a los requisitos previstos en este artículo. Esta

lista  será  divulgada  en  el  medio  que  esa  entidad  considere  más  idóneo.  A



solicitud de parte, la Superintendencia de Sociedades, en ejercicio de funciones

administrativas,  podrá  darle  trámite  a  peticiones  relacionadas  con  el

incumplimiento  de  los  referidos  estándares.

 

Cuando la Superintendencia de Sociedades carezca de competencia para pronunciarse

sobre los hechos de la solicitud, deberá remitírsela a la autoridad que fuere

competente para que se pronuncie sobre el particular.

 

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional reglamentará las circunstancias en que se

considerará  incumplido  alguno  de  los  estándares  y  señalará  cuáles  son  las

autoridades competentes respecto de cada uno de ellos.

 

Parágrafo  2°.  Como  consecuencia  de  su  evaluación,  la  Superintendencia  de

Sociedades  podrá  incluir  o  excluir  estándares  independientes  en  cualquier

momento. En caso de exclusión de un estándar independiente, este podrá seguir

siendo utilizado por las sociedades durante los doce (12) meses siguientes a la

fecha en que se hubiere decidido su exclusión.

 

Artículo 7°. Pérdida de la condición de sociedad BIC. La Superintendencia de

Sociedades, podrá, a solicitud de parte, declarar la pérdida de la calidad de

sociedad BIC, así como la eliminación de dicho acrónimo o de los términos

“Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo” de su razón o denominación sociales.

 

Tal  determinación  podrá  ser  adoptada  una  vez  que  se  hubiere  cumplido  el

procedimiento previsto en esta ley y en el reglamento, tendiente a que se declare

el incumplimiento grave y reiterado de los estándares independientes por parte de

una sociedad. La determinación tendrá carácter administrativo y, una vez en

firme, será inscrita en el Registro Mercantil de la Cámara de Comercio del

domicilio de la sociedad.

 

Artículo 8°. Promoción de las sociedades BIC. El Gobierno nacional evaluará las

medidas necesarias para que las entidades de la Rama Ejecutiva del Poder Público,

puedan promover el desarrollo de las sociedades BIC, bajo la premisa de la

formalización,  la  función  social  de  la  empresa  y  el  beneficio  e  interés

colectivo.

 

Artículo 9°. Remisión. En lo no previsto en la presente ley, las sociedades BIC



se regirán por las disposiciones contenidas en los estatutos sociales, así como

por las normas aplicables a cada tipo de sociedad.

 

Artículo 10. Vigencia. La presente ley entrará en vigencia a partir de la fecha

de su promulgación.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

 

Efraín José Cepeda Sarabia.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 

Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 

Rodrigo Lara Restrepo.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de junio de 2018.

 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Mauricio Cárdenas Santamaría.

 

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

 

María Lorena Gutiérrez Botero.



LEY 1900 DE 2018
LEY 1900 DE 2018

LEY 1900 DE 2018
(junio 18)

 

por medio de la cual se establecen criterios de equidad de géneros en la

adjudicación de las tierras baldías, vivienda rural, proyectos productivos, se

modifica la Ley 160 de 1994 y se dictan otras disposiciones.

 
 El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. La presente ley tiene por objeto promover la equidad en el acceso de
la mujer a la adjudicación de los terrenos baldíos nacionales, en la asignación
de vivienda rural, la distribución de recursos para la promoción de proyectos
productivos para fomento de la actividad agropecuaria, así como fijar mecanismos
que garanticen su real y efectiva aplicación con el fin de erradicar cualquier
forma de discriminación.
 
Artículo 2°. Sin perjuicio de lo previsto en el Decreto número 902 de 2017, el
Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras priorizará a las pobladoras
rurales  para  el  acceso  a  la  tierra,  formalización,  adjudicación  de  baldíos
nacionales y asignación de recursos para proyectos productivos, mediante la
asignación de puntaje dentro de la metodología que para el efecto disponga la
autoridad competente, otorgando el doble de puntuación para cada variable de
clasificación a aquellos hogares rurales cuya jefatura resida en cabeza de una
mujer campesina.
 
Artículo 3°. Créase el artículo 65A en la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:
 
“Artículo 65A. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o quien haga sus
veces, a través de los instrumentos de política sectorial, aplicarán el enfoque
diferencial de género en la adjudicación de las tierras baldías nacionales.
 
En  la  adjudicación  de  las  tierras  baldías  nacionales,  será  obligatoria  la
aplicación de lo previsto en el artículo 2° de la presente ley con el fin de
garantizar un mayor acceso de las mujeres campesinas cabeza de hogar, siempre y
cuando se encuentren vinculadas a actividades agropecuarias y rurales.
 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/25/ley-1900-de-2018/


Artículo 4°. Modifíquese el artículo 69 de la Ley 160 de 1994, el cual quedará
así:
 
“Artículo 69. Los sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito y

parcialmente  gratuito  que  soliciten  la  adjudicación  de  un  baldío,  deberán

acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 4° y 5°

del Decreto número 902 de 2017 o la norma que lo reemplace o sustituya.

 
 En los casos en que la explotación realizada no corresponda a la aptitud
específica señalada, el baldío no se adjudicará, hasta tanto no se adopte y
ejecute  por  el  colono  un  plan  gradual  de  reconversión,  o  previo  concepto
favorable de la institución correspondiente del Sistema Nacional Ambiental.
 
Las áreas dedicadas a la conservación de la vegetación protectora, lo mismo que
las destinadas al uso forestal racional, situadas fuera de las zonas decretadas
como  reservas  forestales  o  de  bosques  nacionales,  se  tendrán  como  porción
aprovechada para el cálculo de la superficie explotada exigida por el presente
artículo para tener derecho a la adjudicación.
 
Las islas, playones y madreviejas desecadas de los ríos, lagos y ciénagas de
propiedad nacional solo podrán adjudicarse a campesinos y pescadores de escasos
recursos, en las extensiones y conforme lo disponga la Autoridad Nacional de
Acuicultura y Pesca (Aunap) o la entidad que la reemplace o sustituya.
 
En  igualdad  de  condiciones,  se  debe  preferir  a  quienes  sean  campesinos  o
pescadores ocupantes.
 
En las sabanas y playones comunales que periódicamente se inunden a consecuencia
de las avenidas de los ríos, lagunas o ciénagas, no se adelantarán programas de
adquisición de tierras. En las reglamentaciones que dicte el Instituto sobre uso
y manejo de las sabanas y playones comunales, deberán determinarse las áreas que
pueden ser objeto de ocupación individual, pero solo para fines de explotación
con cultivos de pancoger.
 
Los playones y sabanas comunales constituyen reserva territorial del Estado y son

imprescriptibles. No podrán ser objeto de cerramientos que tiendan a impedir el

aprovechamiento de dichas tierras por los vecinos del lugar.

 

No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos donde estén establecidas comunidades

indígenas o que constituyan su hábitat, sino únicamente y con destino a la

constitución de resguardos indígenas.

 

Parágrafo. En el evento en que el solicitante de la adjudicación sea una familia

desplazada  que  esté  en  el  Registro  Único  de  Víctimas,  podrá  acreditar  la

ocupación  previa  no  inferior  a  cinco  (5)  años  para  tener  derecho  a  la

adjudicación, con la respectiva certificación del registro de declaración de



abandono del predio. La ocupación se verificará por la Agencia Nacional de

Tierras reconociendo la explotación actual sin que sea necesario el cumplimiento

de  la  explotación  sobre  las  dos  terceras  partes  de  la  superficie  cuya

adjudicación  se  solicita.

 

En todo caso, el solicitante de la adjudicación deberá cumplir con los requisitos

previstos en este artículo relacionados con la aptitud del predio, no acumulación

o transferencia de ocupaciones, conservación de zonas ambientales protegidas,

extensiones máximas de adjudicación de islas, playones y madreviejas desecadas de

los ríos, lagos y ciénagas de propiedad nacional, y las zonas especiales en las

cuales  no  se  adelantarán  programas  de  adquisición  de  tierras  y  los  demás

requisitos que por ley no están exceptuados para los solicitantes en condición de

desplazamiento.

 

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 70 de la Ley 160 de 1994, el cual quedará

así:

 

“Artículo 70. Podrán ser beneficiarias de la presente ley las mujeres rurales

mayores de 16 años, salvo las excepciones legales, que no sean propietarias de

tierras, que tengan tradición en labores rurales, que se hallen en condiciones de

pobreza y marginalidad, y que deriven de la actividad rural por lo menos el

cincuenta por ciento (50%) de sus ingresos. Se priorizará a aquellas que ostenten

condición de madres cabeza de familia.

 

Las  Unidades  Agrícolas  Familiares  sobre  tierras  baldías  se  adjudicarán

conjuntamente a los cónyuges o compañeros permanentes, siempre que hayan cumplido

dieciséis  años  de  edad,  sean  jefes  de  familia,  compartan  entre  sí  las

responsabilidades sobre sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo

grado de consanguinidad si velaren por ellos.

 

Los adjudicatarios podrán contraer las obligaciones inherentes sin necesidad de

autorización judicial. Esta disposición se aplicará a todas las adjudicaciones o

adquisiciones de tierras que llegaren a hacerse en favor de los campesinos, o

para la admisión de estos como socios de las empresas comunitarias o cooperativas

rurales.

 

Parágrafo. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o quien haga sus



veces, tendrá un año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para

reglamentar los términos de pobreza y marginalidad que definan los criterios de

elegibilidad  de  las  mujeres  beneficiarias  de  la  adjudicación  de  baldíos  de

reforma agraria, conforme lo dispone el Decreto número 902 de 2017 o la norma que

lo reemplace o sustituya.

 

Artículo 6°. Conforme lo dispuesto por el Decreto número 1934 de 2015 o la norma

que lo reemplace o sustituya, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y

las entidades otorgantes del Subsidio Familiar de Vivienda de Interés Social

Rural, definirán los criterios de asignación del subsidio.

 

Para tal efecto, en los criterios de clasificación previstos en el artículo

2.2.1.5.2.1 Preselección y Selección de Postulantes del Decreto número 1071 de

2015 o la norma que lo reemplace o sustituya, los hogares postulantes con

jefatura de hogar femenina recibirán el valor máximo de calificación por cada

criterio establecido.

 

Artículo 7°. Adiciónese el literal 10 al artículo 2.2.1.1.6. del Decreto número

1071 de 2015. Hogares susceptibles de postulación:

 

10. Los hogares con jefatura femenina.

 

Artículo 8°. La Nación a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural

o  quien  haga  sus  veces  y  las  entidades  que  favorecen  la  actividad  rural,

aplicarán el enfoque diferencial de género en la asignación de los recursos que

cada año se destinen para proyectos productivos por parte de los diferentes

fondos, planes, o programas.

 

Para efectos de garantizar el acceso mayoritario y progresivo de las mujeres

rurales en los recursos destinados para los proyectos productivos rurales, será

obligatoria la aplicación de lo previsto en el artículo 2° de la presente ley.

 

Parágrafo. Para el caso de los proyectos productivos de los que trata el presente

artículo, se reconocerán las actividades adelantadas por las mujeres bajo la

denominación de economía del cuidado, conforme lo define la Ley 1413 de 2010 y

que se configuran como un hecho positivo constitutivo de ocupación o posesión

según el artículo 9° del Decreto número 902 de 2017.



 

Artículo 9°. Para el cumplimiento de la presente ley, el Gobierno nacional deberá

desarrollar  un  programa  de  acompañamiento  en  orientación  y  capacitación  en

conjunto  con  el  Sena  y  el  Ministerio  de  Educación,  para  que  las  mujeres

beneficiarias de esta medida puedan hacer un uso eficiente de los recursos a los

que acceden y de las tierras baldías adjudicadas, con el fin de impulsar sus

proyectos  productivos.  El  acceso  a  estos  programas  será  gratuito  y  deberá

garantizarse el cupo de todas las mujeres beneficiarias de la ley.

 

Artículo 10. La presente ley rige a partir de la fecha de publicación y deroga

las disposiciones que le sean contrarias.

 

El Presidente del honorable Senado de la República,

 

Efraín José Cepeda Sarabia.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 

Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 

Rodrigo Lara Restrepo.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de junio de 2018.

 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,



 

Juan Guillermo Zuluaga Cardona.

 

El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

 

Camilo Sánchez Ortega.


